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Este texto se concentra en las lógicas securitarias que parten 
de los intentos de contención del COVID-19, que van más 
allá del virus que lo genera. Su objetivo es reflexionar sobre 
cómo puede instrumentalizarse políticamente la pandemia, 
sirviendo ésta como dispositivo securitario que reduce los 
derechos de la ciudadanía. Se trata de un ejercicio de poder 
sin límites. Se toma el caso venezolano como ejemplo y ob-
jeto de estudio.

En Venezuela la “cuarentena” preexiste al COVID-19, la 
pandemia opera entonces como extensión y justificación de 
una gubernamentalidad que lleva tiempo en marcha.

El decreto de Estado Alarma del 13 de marzo de 2020 para 
atender la emergencia del COVID-19 es la continuidad del 
estado de excepción existente de manera ininterrumpida 

en el país desde hace cuatro años. Esta excepcionalidad 
no solo es político-institucional y normativa, es parte de la 
vida cotidiana de los venezolanos. El deterioro de los ser-
vicios públicos básicos como agua, electricidad, salud, 
transporte, gasolina e internet, es cada vez más grande. 
La infraestructura de servicios necesaria para satisfacer 
efectivamente los derechos sociales, especialmente el 
sistema de salud, ya se encontraba colapsada desde antes 
de la pandemia.

Ante todo el escenario descrito cabe preguntarse: ¿Cómo 
exigirle a una población que no vive de su salario, que tiene 
que ganarse el pan diariamente en la calle, que se quede en 
su casa por meses? ¿Cuáles son las respuestas instituciona-
les ante estas tensiones sociales? ¿Cómo reacciona el Siste-
ma Penal, el aparato policial y militar en esta coyuntura?

RESUMEN



*	 Este trabajo tiene como base el artículo “El Coronavirus como dis-
positivo: de centros y periferias, de la biopolítica a la necropolítica”, 
que forma parte del libro colectivo PANDEMIA. Derechos Humanos, 
Sistema Penal y Control Social (en tiempos de coronavirus), pp. 371-389. 
Publicado en mayo de 2020, en Valencia, por Tirant lo Blanch. En 
esta entrega se hace un mayor énfasis y desarrollo de hechos y 
casos concretos, además de detallar y actualizar la información del 
complejo y dinámico contexto venezolano durante los tres primeros 
meses de la cuarentena. Para la elaboración de esta línea de trabajo 
se contó con el respaldo del Instituto de Educación Internacional (IIE) 
y la Red de Activismo e Investigación por la Convivencia (Reacin).
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Al momento de escribir estas líneas el COVID-191 supera las 
458 mil muertes2 y los 8,6 millones de casos confirmados en 
todo el mundo (JHU, 2020). Situación que coloca sobre el 
tapete la importancia y la necesidad del sistema de salud 
pública a nivel global. El debate sobre sus orígenes ha sido 
abundante, también las tensiones que han mostrado algu-
nos gobiernos que se preocupan más por la buena marcha 
de la economía que por la salud y la vida de sus conciudada-
nos (deciden quienes pueden vivir y a quiénes dejan morir). 
En este texto nos concentraremos en las lógicas securitarias 
que parten de los intentos de su contención, que van más 
allá del propio virus. El objetivo es reflexionar sobre cómo 
puede instrumentalizarse políticamente la pandemia, sir-
viendo ésta como dispositivo securitario que reduce los de-
rechos de la ciudadanía, que se extiende e institucionaliza. 
Se trata de un ejercicio de poder sin límites. Tomaremos co-
mo ejemplo el caso venezolano.

Foucault en Vigilar y castigar (1975) cuando explica el fenó-
meno del panoptismo describe claramente lo que se hacía a 
finales del siglo XVIII cuando se declaraba la peste en la ciu-
dad, tales prácticas permanecen intactas hasta nuestros días: 
divisiones espaciales, prohibición de salir de casa durante la 
cuarentena, turnos para salir en caso de extrema necesidad, 
evitar encuentros con otras personas. Se intensifica la vigilan-
cia y se lleva registro de todo, estrictos controles militares y 
policiales aseguran el confinamiento: “si se mueve, le va en 
ello la vida, contagio o castigo” “lo que se mueve lleva a la 
muerte, y se mata lo que se mueve” (ibíd.:199,208). Frases 
vigentes en contextos donde los cuerpos de seguridad más 
letales son los que velan por el cuidado de tu salud3. Es la 
más clara expresión del lado mortífero de la biopolítica: se 

1	 Si bien el COVID-19 (Coronavirus Disease 2019) es la enfermedad 
causada por el virus SARS-CoV-2 (Severe Acute Respiratory Syndrome 
Coronavirus 2) (OMS, 2020), en este texto que se enmarca en una di-
mensión política y securitaria, no médica ni epidemiológica, con la 
intención de simplificar las ideas y los argumentos, utilizaremos indis-
tintamente el término COVID-19 ya sea como enfermedad o como el 
virus que la causa.

2	 Hasta el 30 de marzo se contaban en el mundo unas 3.128 muertes 
diarias por COVID-19 (Basile, 2020:15). Para tener una idea aproxi-
mada de las magnitudes: durante 2019 murieron diariamente 26.300 
personas de cáncer, 22.191 por tabaquismo, 13.700 por aire conta-
minado, 7.671 por alcoholismo, 4.383 por diarrea, 2.739 por VIH y 
1.780 por gripe común (ALAMES, 2020:2).

3	 En Venezuela es paradójico ver imágenes en las que los cuer-
pos de seguridad más letales son la vanguardia estatal para ha-
cer frente al coronavirus: https://twitter.com/Keymer_Avila/sta-
tus/1239759595083620352
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INTRODUCCIÓN*

puede hasta matar “legítimamente” a quienes representen 
un peligro biológico. 

El miedo hace funcionar de manera espléndida los dispositi-
vos disciplinarios. El miedo a la peste, al contagio, hace que 
las personas desesperadas en procura de su propia supervi-
vencia se entreguen sin resistencia alguna a los controles y a 
la vigilancia. La docilidad aumenta en la medida que las evi-
dencias médicas y científicas ratifican el peligro.

Ya no se trata de una ciudad ni de un país, es el mundo en-
tero en el que se ha declarado la peste. Éste se transforma 
entonces -como nunca antes- en el “laboratorio de poder” 
perfecto para poner en práctica todos los dispositivos disci-
plinarios y de control, con tecnologías de punta ampliamente 
diseminadas, y que se hacen adictivas, los teléfonos celulares 
son solo un ejemplo. Donde no se goce suficientemente de 
estos recursos, las delaciones vecinales o comunitarias admi-
nistradas por el gobierno de turno, o el simple uso de la 
fuerza, no faltarán. Es la más perfecta cristalización de la so-
ciedad disciplinaria global, que se intensifica y extiende con la 
velocidad que le permiten las comunicaciones de nuestro 
mundo actual.

Así entonces, a pesar de convencernos que hemos avanza-
do mucho en conocimientos y como sociedad, terminamos 
todos reducidos a la pura vida biológica (nuda vida). El pe-
ligro de contagio exige la obediencia rápida del pueblo y 
otorga la autoridad máxima a los gobiernos. Se reducen de 
esta manera las posibilidades de organización desde abajo, 
así como revueltas o resistencias callejeras. La única solu-
ción es el confinamiento o “distancia social”.
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El término dispositivo es decisivo en la obra de Foucault 
(Agamben, 2014), pudiera entenderse por éste “un conjunto 
absolutamente heterogéneo que implica discursos, institu-
ciones, estructuras arquitectónicas, decisiones regulativas, 
leyes, medidas administrativas, enunciados científicos, pro-
posiciones filosóficas, morales y filantrópicas, en resumen: 
los elementos del dispositivo pertenecen tanto a lo dicho 
como a lo no-dicho. El dispositivo es la red que se establece 
entre estos elementos”. Es una especie “de formación que en 
un determinado momento histórico tuvo como función esen-
cial responder a una urgencia”, tiene “una función esencial-
mente estratégica”. Es en síntesis: “un conjunto de estrategias, 
de relaciones de fuerza que condicionan ciertos tipos de saber 
y son condicionadas por ellas” (Foucault, 1977:128-130). 

En este sentido, el COVID-19 viene a ser el dispositivo secu-
ritario y de control de estos tiempos. Resulta mucho más 
potente, eficiente, democrático, expansivo y global, que la 
lucha contra el terrorismo de comienzos de este siglo (post 
11-S), y que la guerra contra el narcotráfico o la insurgencia 
del siglo pasado. 

Ahora se trata de la salubridad y de la vida misma, este mal 
no tiene rostro, ideología, asentamientos, focos, ni conoce 
fronteras, y tiene el poder de convertir a cualquiera en un 
sujeto peligroso del cual todos deben cuidarse. Este enemigo 
invisible no está afuera, está dentro de nosotros. Cuenta 
además con evidencias, y con todo un saber médico-científi-
co que lo respalda y legitima, de esta manera el miedo queda 
justificado. El pánico es una base sólida para ceder todos 
nuestros derechos al viejo y desgastado Leviatán, para que 

nos proteja de este nuevo mal absoluto. En este marco, nue-
vamente –pero ahora a otra escala-, necesitará de poderes 
plenos para poder hacerle frente a esta amenaza. Tiempos 
excepcionales ameritan medidas excepcionales en todas las 
áreas, especialmente en lo normativo, lo tecnológico y lo se-
curitario. Sin embargo, no hay que perder de vista que: a 
menor capacidad sanitaria y científica, mayores serán las 
medidas policiales, militares y propagandísticas. No obstante, 
siempre se harán esfuerzos para que la primera se confunda 
con las segundas. Cuando la salud se convierte en un tema 
de seguridad nacional, se impregna todo de la lógica puniti-
va, militar y bélica.

Y así el estado de excepción (Agamben, 2005), donde los 
derechos quedan suspendidos, el toque de queda se impone 
y se hace legítimo, pública y evidentemente, a nivel global. 
No se oculta, se exhibe como sinónimo de buen gobierno, 
para transmitir que “se está haciendo algo”. Con la excepcio-
nalidad como regla se implementan otros modelos, nuevos 
mecanismos de poder se intensifican sobre la vida cotidiana 
de las personas. En nombre de la vida se refuerzan y se ex-
panden todos los controles y poderes excepcionales, con la 
anuencia y plena colaboración de la ciudadanía. 

Se ha logrado la unidad contra un enemigo común, omnipre-
sente e invisible que nos amenaza a todos. El COVID-19 se ha 
convertido en el máximo dispositivo biopolítico global. Una 
vez superada la pandemia en términos sanitarios, los meca-
nismos de control desplegados serán difíciles de revertir. Es 
posible que permanezcan entre nosotros mucho más que el 
propio virus que le sirve de pretexto.

 2
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El despliegue del COVID-19 como dispositivo no se manifies-
ta igual en todo el mundo4, los controles tecnológicos de 
China, EEUU o Europa contrastan con las respuestas estatales 
de países periféricos de África o Latinoamérica. En este senti-
do el “paradigma de la dependencia” de Prebisch (1981) 
mantiene su vigencia. Mientras que en los centros el confina-
miento masivo va de la mano con los avances en la imple-
mentación de tecnologías para el control de la vida cotidia-
na5, que serían complementados con los clásicos controles 
policiales y penales, en Latinoamérica los segundos son los 
que se extienden y cobran más fuerza.

Ya desde las últimas décadas del siglo pasado la criminología 
crítica latinoamericana denunciaba sus sistemas penales por 
su disparidad respecto a los discursos jurídico-penales y su 
realidad operativa; el descontrol del sistema, las patéticas 
condiciones de la vida carcelaria, la prisión preventiva como 
casi único castigo, la violencia policial normalizada, la tortura, 
las ejecuciones extrajudiciales, el terrorismo de Estado, y un 
largo etcétera, que denotan el predominio de un “sistema 
penal subterráneo” (Aniyar, 1987; Zaffaroni, 1998). Situación 
que la oleada de gobiernos postneoliberales en este nuevo 
siglo no lograron superar (Sozzo, 2016), por el contrario, han 
instrumentalizado esta situación en su propio beneficio.

4	  Por ahora la propagación y letalidad del nuevo coronavirus ha te-
nido como foco inicial China y luego al Norte global, que terminó de-
finiendo la agenda mundial, la reacción es distinta cuando los brotes 
epidémicos impactan principalmente al Sur global (Basile, 2020).

5	  En esta línea los recientes artículos de Han (2020) y Harari (2020).

Un indicador importante del estado actual de los sistemas 
penales latinoamericanos es el uso de la fuerza letal por par-
te de agentes estatales. Aún están frescas las heridas por el 
asesinato de la activista Marielle Franco en Brasil, en marzo 
de 2018, quien denunciaba la muerte de los jóvenes pobres 
a manos de las policías en su país. En estudios recientes los 
casos de Venezuela, El Salvador, México y Colombia también 
han encendido las alarmas (Silva et al., 2019)6. 

Esta violencia institucional sirve como instrumento para sos-
tener la violencia estructural, que mantiene a muchos países 
de la región en condiciones de dependencia económica, po-
lítica y cultural (Del Olmo, 1979; Galtung, 1998; Baratta, 
2004). Administrada en ocasiones por gobernantes que 
ejercen el poder discrecional y arbitrariamente. Es precisa-
mente en las periferias donde la biopolítica presenta su lado 
más mortífero.

6	  La razón entre civiles y agentes públicos muertos alcanza valores 
alarmantes en El Salvador, donde mueren más de 100 civiles por 
cada agente fallecido. En Brasil, el valor es inferior, pero aún muy 
alto: 58 civiles por cada agente (ibíd.). Osse y Cano (2017) calculan 
las tasas por cada cien mil habitantes (pccmh) de personas muertas 
por armas de fuego a manos de la policía en 11 países de todos los 
continentes, los que obtuvieron las tasas más altas fueron El Salva-
dor (5,223), Jamaica (4,132), Brasil (1,466) y Suráfrica (0,607). En un 
trabajo anterior de Fondevila y Meneses (2014), de un grupo de ocho 
países de la región (Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Hondu-
ras, México, Perú y Venezuela): los primeros lugares los ocupan Hon-
duras (1,012), Venezuela (0,649), Colombia (0,553) y Brasil (0,396). 
En todos estos trabajos se encuentran fuertes relaciones entre las al-
tas tasas nacionales de homicidios y las muertes en manos de las 
fuerzas de seguridad del Estado.

3
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Se puede afirmar que Venezuela es un país “excepcional”, 
lleva años viviendo en estado de excepción. En su caso la 
“cuarentena” preexiste al COVID-19, la pandemia opera en-
tonces como extensión y justificación de una gubernamenta-
lidad que lleva tiempo en marcha.

LA EXCEPCIONALIDAD POLÍTICO-             
INSTITUCIONAL7

Venezuela está inmersa en una crisis progresiva de diversas 
índoles: económica, social, política e institucional, anteriores 
a las sanciones del gobierno de los Estados Unidos (Lander, 
2018), que solo han contribuido a su agudización. Poca clari-
dad y cohesión en los liderazgos políticos, en especial a partir 
de la muerte del Presidente Chávez en el año 2013, que trajo 
como consecuencia una inestabilidad en la hegemonía del 
partido de gobierno, cuya expresión más evidente está en su 
derrota electoral en diciembre de 2015, en la que, después 
de 18 años, la oposición retomó el dominio del Poder Legis-
lativo. Antes del triunfo electoral de la oposición, la Asamblea 
Nacional (AN) saliente -controlada por el Ejecutivo-, designó 
a nuevos Magistrados en el Tribunal Supremo de Justicia 
(TSJ) a través de un procedimiento que ha sido cuestionado 
tanto en su forma como en su fondo. Estos últimos dos even-
tos ocasionaron una serie de desconocimientos recíprocos 
entre el Ejecutivo y el Legislativo que han profundizado la 
crisis política e institucional del país. 

Después de diversos conflictos intrapoderes, en marzo de 
2017, el TSJ dicta las Sentencias 155 y 156, en las que se des-
conoce a la AN y le otorgan al Ejecutivo parte de sus compe-
tencias, decisiones que fueron repudiadas por diversos secto-
res del país. La Fiscal General denunció que con estas 
sentencias se rompió el hilo constitucional. Toda esta situación 
generó una serie de protestas y manifestaciones entre abril y 
julio de 2017, en las que murieron unas 124 personas, en al 
menos el 21% de estos casos hay responsabilidad de las fuer-
zas de seguridad del Estado (Ávila y Gan, 2018). La AN desig-
na, sin la participación de la bancada del gobierno, nuevos 
Magistrados del TSJ, que terminaron exiliados, otros fueron 
detenidos. Posteriormente, se impone una ilegítima e 

7	  Para las referencias detalladas de cada uno de los hechos ocurridos 
hasta marzo de 2019 que se mencionan en esta sección y en “La ex-
cepcionalidad de la vida cotidiana” ver: Ávila, 2019a.

inconstitucional Asamblea Nacional Constituyente (ANC), que 
no ha sido reconocida por grandes sectores, tanto nacionales 
como internacionales. Con la ANC se dio una especie de auto-
golpe con el que el gobierno se apropia sin límites de todas las 
instituciones del Estado, excepto de la AN. Se toma militar-
mente el Ministerio Público y la Fiscal General -que también 
había denunciado las irregularidades del proceso de convoca-
toria de la ANC- sale exiliada del país, bajo amenazas de ser 
privada de libertad. Uno de los primeros actos de la ANC es 
nombrar de manera irregular un nuevo Fiscal General.

Es esta misma ANC la que convoca y organiza –fuera de 
lapso- las cuestionadas elecciones presidenciales del 20 de 
mayo de 2018, en las que no hubo participación real de la 
oposición por carecer de garantías institucionales para ello 
(ilegalización de partidos políticos, opositores inhabilitados o 
presos, detenciones arbitrarias, entre otras). De esta manera 
la excepcionalidad de la ANC se extiende hasta nuestros días.

***

Del otro lado se encuentra una oposición elitista, clasista, 
conservadora, dependiente de los EEUU, que durante las 
últimas décadas ha sido funcional al gobierno, y ha con-
tribuido torpemente a su empoderamiento progresivo. En 
2002 promovió el golpe de Estado contra el Presidente 
Chávez, al año siguiente lo hizo con el paro petrolero, y 
en 2005 no participó en las elecciones legislativas. Entre 
1998 y 2005 podría hablarse de un gobierno asediado, 
que adoptó una lógica de estado de excepción, prolonga-
da y creciente hasta la actualidad. 

***

Al autogolpe del Ejecutivo materializado con la imposición de 
la ANC de 2017 y las no reconocidas elecciones de 2018 con-
vocadas por esta entidad -con las que se cerraron las vías 
institucionales y electorales para dirimir los conflictos- respon-
dió un sector de la oposición el día 23 de enero de 2019, con 
la autoproclamación del Presidente de la AN, el hasta enton-
ces poco conocido Juan Guaidó, como Presidente encargado 
de la República. Desde el punto de vista estrictamente legal, 
esta investidura es tan irregular como la de Nicolás Maduro. 
En cuanto a la legitimidad como órganos del Poder Público, la 
del Poder Ejecutivo es la que se encontraba bajo mayor cues-
tionamiento. A partir de esa fecha en el país, mediática y 
simbólicamente, habían dos Presidentes, dos Asambleas (AN 
y ANC) y dos TSJ. Los primeros meses de 2019 estuvieron 

4

EL CONTEXTO VENEZOLANO: 
LA EXCEPCIONALIDAD PERMANENTE
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protagonizados por las iniciativas del Presidente de la AN, las 
más emblemáticas fueron el intento de ingresar ayuda huma-
nitaria por la frontera con Colombia, acompañada de un muy 
publicitado concierto, el 23 de febrero (Ávila, 2019a);  y el fa-
llido levantamiento militar del 30 de abril. A estos dos fracasos 
se suma el escándalo de las fotografías de Guaidó con miem-
bros de la organización paramilitar “Los Rastrojos” (Semana, 
2019). A pesar del extraordinario lobby internacional y apoyo 
mediático del que gozaba el Presidente de la AN, sus errores 
solo fortalecieron interna y nacionalmente al gobierno de Ni-
colás Maduro (PCDC, 2020). Este último es el que ha tenido el 
dominio territorial del país, ejercido con plenos poderes, 
mientras que la oposición ha sido prácticamente desmantela-
da, perseguida y mermada hasta su casi inexistencia.

El año 2020 no ha sido menos conflictivo, comenzando el 
año el gobierno realiza una serie de maniobras para dividir a 
la oposición dentro de la AN y crear una nueva directiva más 
funcional8, a cargo del diputado Luis Parra, quién ha sido 
señalado de estar involucrado en tramas de corrupción (De-
niz, 2019), lo que había motivado su expulsión del partido 
Primero Justicia un mes antes (Borges, 2019). Así entonces, 
luego de varias tretas y vías de hecho, simbólica y mediática-
mente, se tendrían dos directivas del Poder Legislativo, una 
reconocida por el gobierno bajo la dirección de Parra y otra 
legitimada por la oposición en cabeza de Juan Guaidó, quién 
representa a la mayoría de los diputados de este órgano. 

A comienzos de mayo ocurren otros extraños y controvertidos 
eventos en los que un puñado de hombres, entre los que se 
encontraban dos ciudadanos estadounidenses, pretendía ha-
cer una invasión a Venezuela a través de las costas de Macuto, 
en el Estado La Guaira, para supuestamente deponer al go-
bierno. Esta acción fue denominada popular y sarcásticamen-
te como “el Macutazo”, también conocida como “Operación 
Gedeón”. El plan fue abortado por el gobierno con un saldo 
fatal de -al menos- ocho fallecidos y 80 detenidos (Nederr, 
2020; BBC, 2020; CDHD, 2020a). En este último aconteci-
miento abundan versiones contradictorias y acusaciones recí-
procas entre el gobierno y la oposición, donde hay acuerdo es 
en la existencia del vínculo de los asesores de Guaidó en mi-
llonarias negociaciones con una contratista norteamericana 
privada para llevar a cabo estas labores (Rendón, 2020; PCDC, 
2020), cuyos representantes son ex miembros de las fuerzas 
especiales de EEUU. Lo que ha deteriorado severamente la 
imagen del Presidente de la AN (uno de sus principales capita-
les), así como la de la administración de Donald Trump, que 
previamente había ofrecido millonarias recompensas por la 
cabeza de varios jerarcas del gobierno venezolano acusados 
de narcotráfico (US Department of State, 2020). Estos 

8	 Éstas han ido desde detenciones de diputados opositores como en el 
caso de Gilber Caro (Reuters, 2020), sobornos y compra de sus votos 
(Marquina, 2020), hasta impedir con la Guardia Nacional Bolivariana 
(GNB) el acceso oportuno a los diputados de la coalición que apoya a 
Guaidó para realizar la sesión de instalación de la AN para el periodo 
2020-2021 y designar así, de manera irregular y sin el quórum corres-
pondiente, a Luis Parra como su Presidente (CNN, 2020; Brewer, 2020a).

acontecimientos han sido funcionales para oxigenar al desa-
creditado gobierno venezolano, que los aprovecha para legi-
timar, justificar y profundizar su hegemonía, prácticas autori-
tarias y represivas dentro del país.

Finalmente, el 26 de mayo9, dos semanas después de la segunda 
prórroga del estado de alarma -que se detallará en la sección si-
guiente-, la Sala Constitucional del TSJ, a través de la sentencia 
N°65, nuevamente se alinea políticamente con el Poder Ejecutivo 
y declara como “válida” a la cuestionada, ilegítima e ilegal Junta 
Directiva de la AN presidida por Parra, “prohibiendo” que la 
Junta Directiva presidida por Guaidó se pueda reunir, decisión 
que en estricto derecho se encontraría viciada de nulidad con-
forme a los artículos 25, 49 y 350 de la Constitución de la Re-
pública Bolivariana de Venezuela (CRBV)10. Pero nuevamente, 
no se trata de un asunto legal ni jurisprudencial, sino del más 
puro ejercicio del poder sin límites por parte del Ejecutivo Na-
cional que nuevamente utiliza al Poder Judicial para acabar con 
la oposición que controla legítimamente al Poder Legislativo11.

LA EXCEPCIONALIDAD NORMATIVA

Tal como lo explica Agamben la norma tiene inserta dentro 
de sí su propia excepción, la segunda se fundamenta en la 
primera. Supuestamente se suspende el derecho para su 
protección. Y así pudiera interpretarse que está consagrado 
en la CRBV (2000), los estados de excepción se encuentran 
dentro del título VIII “De la protección de esta Constitución”. 

Desde 2015 hasta la actualidad, se han dictado al menos 
10 declaratorias de estado de excepción a nivel nacional, 
en su mayoría han girado principalmente en torno al dis-
curso de la “guerra económica”12 (PSUV, 2017; Ávila, 
2018; Sira, 2020). Así se llega al 13 de marzo de 2020 
cuando se decretó el Estado de Alarma para atender la 
emergencia sanitaria del COVID-19, que no es más que la 

9	 Un día antes el Fiscal General designado por la ANC señaló que in-
trodujo ante la Sala Constitucional del TSJ un recurso de interpreta-
ción “que busca determinar si la organización conocida como Volun-
tad Popular (VP) es una organización terrorista y si es susceptible de 
sanciones por este motivo” (Saab, 2020a). VP es el partido político 
al que pertenece Juan Guaidó.

10	 Para un análisis jurídico detallado sobre esta sentencia ver: Brewer, 2020b.

11	 El 5 de junio la misma Sala Constitucional declaró, a través de la sen-
tencia N° 0068-2020, la “omisión inconstitucional de la AN en des-
acato en la designación de los integrantes del Consejo Nacional Elec-
toral (CNE)” (TSJ, 2020a). Decisión tomada en apenas 24 horas, 
celeridad que no suele caracterizar a esta instancia cuando las peticio-
nes las realiza la oposición mayoritaria del país. A la semana siguiente, 
mientras se escriben estas líneas, el propio y cuestionado TSJ  (2020b) 
designó a los nuevos Rectores del CNE, entre los que se encuentran 
dos Magistrados del TSJ, es decir, se designaron a sí mismos. Ellos se-
rían quienes se encargarían de las elecciones legislativas a finales de 
este año, lo que agudizará los problemas institucionales ya descritos. 

12	 En palabras de Agamben: “la emergencia militar cede el puesto a la 
guerra económica, con una implícita asimilación entre guerra y econo-
mía” (2005:41). En Venezuela la excepcionalidad se incrementa con la 
anulación progresiva de las facultades del Poder Legislativo desde el 
año 2016 y la posterior imposición de la ANC desde agosto de 2017.
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continuidad del estado de excepción existente de manera 
ininterrumpida en el país desde hace cuatro años13. Más 
allá de su inconstitucionalidad y de la evasión de los nece-
sarios controles (político de la AN y judicial real del TSJ), 
este es un acto de facto en el que el propio Presidente se 
da una autorización a sí mismo para tomar discrecional-
mente cualquier medida que estime, entre ellas, la posibi-
lidad de delegar este poder en funcionarios subalternos14. 
Es de resaltar que las fuerzas de seguridad pueden “tomar 
todas las previsiones necesarias” para hacer cumplir este 
decreto (artículos 10, 26, 28, 29 y disposición final terce-
ra); es decir, ejercer el poder de manera abierta, discrecio-
nal y arbitraria. Dos meses después el estado de alarma es 
extendido por segunda vez, entre sus considerandos des-
tacan el quinto y el sexto (los cuatro primeros están dedi-
cados solo a la pandemia): 

“Que a una situación de alarma mundial se ha agre-
gado en las últimas semanas el recrudecimiento de 
los ataques a la economía venezolana por parte del 
gobierno de los Estados Unidos de América, agrava-
do con intentos de ataques militares contra la sobe-
ranía nacional apoyados por grupos políticos inter-
nos, dirigidos incluso contra la infraestructura 
administrativa y de salud del Estado venezolano.

CONSIDERANDO
Que es obligación del Ejecutivo Nacional adoptar las 
medidas que se consideren necesarias para proteger 
al pueblo venezolano de la enfermedad epidémica 
coronavirus que causa la COVID-19 y sus posibles 
cepas, ante el aumento inminente de su propaga-
ción, y bajo cualesquiera circunstancias que, desde 
potencias extranjeras, pretendan dañar al país” (Re-
pública Bolivariana de Venezuela, 2020b)

De esta manera queda formal y oficialmente establecido 
cómo la pandemia junto a las acciones conocidas como 
“El Macutazo” se amalgamaron, perfectamente, dentro 
de la política gubernamental para extender el estado de 
excepción en el país.

Así se crean las condiciones jurídico-formales que hacen de 
la excepción la regla en Venezuela. Si esto es así desde lo 
normativo, el plano de la realidad, de las relaciones que se 
generan a partir de esos mandatos, es de un descontrol 
institucional de la actividad del Poder Ejecutivo. Este descon-
trol cae en cascada sobre el aparato militar y policial que se 
constituyen, a su vez, en herramientas fundamentales de su 
sostenimiento. Ningún otro poder controla al Ejecutivo y 

13	 Desde el 15 de enero de 2016. Para más detalles sobre la inconstitu-
cionalidad de este último decreto y de los más recientes estados de 
excepción en Venezuela ver: Brewer (2020b) y Sira (2020).

14	 Luego algunos Alcaldes, también inconstitucionalmente, han estable-
cido sus propios decretos de excepción regionales que restringen li-
bertades y derechos. Se ha llegado a denunciar también que Consejos 
Comunales en algunas áreas urbanas de Caracas han emitido “pases 
de movilidad” (Brewer, 2020c:16; Barráez, 2020; OVCS, 2020).

éste no controla al aparato militar ni policial. Entre ellos solo 
existen relaciones de reciproca utilidad que gira en torno a 
intereses privados (Ávila, 2018).

LA EXCEPCIONALIDAD                              
DE LA VIDA COTIDIANA

En Venezuela durante los últimos años los derechos sociales 
también han retrocedido, con una escasez general de alimen-
tos y medicinas, que tienen como correlato la aparición de en-
fermedades que se consideraban erradicadas tales como: mala-
ria, difteria, sarampión, dengue, mal de Chagas, meningitis, 
tétanos y tuberculosis. Una inflación estimada en más de 
1.000.000%, semejante a la Alemania de 1923 o al Zimbabue 
de la década del 2000 (Werner, 2018); durante los últimos 13 
años la moneda ha perdido más de 100.000.000 de veces su 
valor. El salario mínimo equivale aproximadamente a dos dóla-
res. Entre 2014 y 2017 se pasó de un porcentaje de pobreza por 
ingreso de 48% a 87%, la pobreza extrema creció de 23,6% a 
61% y los no pobres pasaron de 51,6% a 13% (España y Pon-
ce, 2018). En el último informe anual del PNUD (2019) sobre el 
Índice de Desarrollo Humano (IDH), sólo Siria y Libia, dos países 
con prolongadas guerras, han perdido más puestos en el IDH 
que Venezuela (ha retrocedido 25 puestos en este ranking 
mundial durante el período 2012-2018). El más reciente infor-
me de la Red mundial contra las crisis alimentarias (2020) la 
ubica como el cuarto país en el mundo “necesitado de ayuda 
urgente” con 9,3 millones de personas con inseguridad alimen-
taria, esto representa al 32% de la población.

El deterioro de los servicios públicos básicos como agua, 
electricidad, salud, transporte, gasolina e internet, es cada 
vez más grande (OVCS, 2020). Aproximadamente el 13% de 
la población ha decidido emigrar, se estimaba que a finales 
de este año este porcentaje llegaría a un 20% (6,5 millones 
de personas) (ACNUR, 2019). 

Así entonces, la infraestructura de servicios necesaria para 
satisfacer efectivamente los derechos sociales, especialmente 
el sistema de salud, ya se encontraba colapsada desde antes 
de la llegada del COVID-19. 

Ante todo el escenario descrito cabe preguntarse: ¿Cómo 
exigirle a una población que no vive de su salario, que tiene 
que ganarse el pan diariamente en la calle, que se quede en 
su casa por semanas o meses? Durante los dos primeros 
meses de cuarentena se cuentan más de 1.700 protestas 
exigiendo derechos sociales en todo el país. También se re-
portaron 44 saqueos en nueve estados15 (OVCS, 2020; 
OCHA, 2020a).

15	 En la marco de las protestas ocurridas en Upata, estado Bolívar, re-
sultó una persona fallecida por un tiro en la cabeza, los vecinos se-
ñalan a la policía municipal de Piar como la responsable (Correo del 
Caroní, 2020). En Mérida hubo una segunda muerte en contexto de 
manifestaciones (Provea y Laboratorio de Paz, 2020a).
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Según información oficial, entre los años 2010 y 2018 han 
fallecido a manos de las fuerzas de seguridad del Estado 
unas 23.688 personas. El 69% de estos casos ocurrió duran-
te los últimos tres años. Llegando a una tasa que oscila entre 
las 16 y 19 personas por cada cien mil habitantes (pccmh) 
fallecidas por estas causas, un registro superior a la tasa de 
homicidios de la mayoría de los países del mundo. En 2010 la 
tasa era de 2,3 y en 2018 llegó a 16,6, esto representa un 
incremento de un 622% (Ávila, 2019b). 

El porcentaje que ocupan las muertes en manos de las fuer-
zas de seguridad dentro de los homicidios en Venezuela 
también es cada vez mayor: en 2010 era apenas de un 4%, 
ocho años después llega a 33%. Es decir, actualmente 
uno de cada tres homicidios que ocurre en el país es 
consecuencia de la intervención de las fuerzas de se-
guridad del Estado16. Esto en un país cuya tasa de homicidios 
ronda los 50 pccmh puede considerarse como una masacre: 
durante 2018 murieron diariamente 15 jóvenes venezolanos 
por estas causas (Ibíd.). 

Para tener una idea de las dimensiones: en Brasil este tipo 
de casos apenas ocupan el 7% de sus homicidios. Durante 
2017, Venezuela tuvo más muertes por intervención de la 
fuerza pública que este país vecino, que tiene siete veces su 
población: Brasil 4.670 muertes, Venezuela 4.998  (Silva et 
al., 2019).

Estos son algunos de los saldos que caracterizan al actual 
gobierno, que lejos de debilitarlo le fortalecen, porque 
opera con una lógica necropolítica (Mbembe, 2011): en la 
medida que se deterioran las condiciones materiales de vi-
da, la vida misma parece también perder su valor. En ese 
proceso se ejercen mayores y más efectivos controles sobre 
la población. Mientras más se le acusa de autoritario y 
dictatorial, como generador de terror, más se envilece, ese 
es su principal capital político. Su legitimidad no se encuen-
tra en los votos, ni en la voluntad popular, se encuentra en 
el ejercicio ilimitado del poder y de la fuerza, el miedo es 
una de sus principales herramientas. Con la pandemia esta 
excepcionalidad solo se extiende otorgándole más poder a 
quiénes ya controlan todo el aparato del Estado.

16	 Las estimaciones que el OVV hace para 2019 son superiores.

Durante los primeros cinco meses de cuarentena -período 
en el que se esperaba que al reducirse la movilidad social se 
redujera también la violencia callejera- murieron a manos 
de las fuerzas de seguridad del Estado más de 1.171 perso-
nas17, 125 eran privados de libertad que huyeron, huían o 
manifestaban por las precarias condiciones en las que se 
encontraban en calabozos policiales o centros penitencia-
rios. Son ocho muertes diarias, que no escandalizan a na-
die. En ese mismo lapso el COVID-19, según cifras oficiales, 
había acabado con la vida de 259 personas (Patria, 2020), 
es decir, dos personas cada día. Para los venezolanos las 
fuerzas de seguridad del Estado son cinco veces más leta-
les que la pandemia que azota al mundo.

Como se puede observar en los gráficos 1 y 2 las muertes en 
manos de las fuerzas de seguridad del Estado se han dispa-
rado a partir de la declaratoria del Estado de Alarma. En 
enero se registraron 50 casos, en febrero 58, en marzo (el 
estado de alarma y la cuarentena comienzan el día 13) casi se 
triplican a 159, para seguir aumentando en los meses de abril 
con 215, mayo con 329, junio con 218 y julio con 221.

Los estados con la mayor cantidad de muertes institucionales 
son: Zulia (21,5%), Aragua (15,4%), Miranda (14%), Lara 
(7,8%) y Distrito Capital (7,4%), estos cinco estados suman el 
66% de los casos totales. 

En promedio los cuerpos nacionales son responsables de un 
58% de la totalidad de estos casos, este porcentaje aumenta 
a 72% si se consideran sus acciones conjuntas con policías 

17	 Es la cifra total del seguimiento diario que hacemos de estos casos 
registrados en las noticias a nivel nacional, en el que se tiene como 
unidad de observación a cada víctima de los eventos ocurridos en-
tre el 13 de marzo y el 13 de agosto. La principal fuente de informa-
ción fueron los portales digitales del Ministerio de Interior y Justicia 
y el Ministerio Público, así como 36 diarios (16 nacionales y 20 regio-
nales). Cuando era necesario complementar información se revisa-
ron también las páginas o redes sociales de las policías del lugar de 
los hechos. En los casos en los que existía información oficial ésta era 
priorizada ante cualquier otra fuente. Para el análisis que viene a con-
tinuación, sobre su distribución territorial, cuerpos de seguridad in-
volucrados e indicadores sobre el uso de la fuerza letal, se analizaron 
aproximadamente unas 1.016 noticias acaecidas entre el 1 de marzo 
y el 31 de mayo, para hacer un censo total de 693 fallecidos por estas 
causas durante ese período. Con los años hemos observado que con 
esta fuente y metodología apenas se logra hacer un modesto subre-
gistro, que representa entre el 20% y el 30% de los casos que llega a 
registrar el sistema penal (Ávila, 2016:32; 2019c:54).

5

EN VENEZUELA LOS CUERPOS DE SEGURIDAD 
MATAN MÁS QUE EL COVID-19
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ESTADOS MARZO ABRIL MAYO TOTAL %

Amazonas 0 0 0 0 0%

Anzoátegui 5 14 8 27 3,90%

Apure 0 0 0 0 0%

Aragua 35 22 50 107 15,40%

Barinas 4 8  0 12 1,70%

Bolívar 13 7 15 35 5%

Carabobo 6 13 20 39 5,60%

Cojedes 0 0 0 0 0%

Delta Amacuro 0 0 0 0 0%

Distrito Capital 7 21 23 51 7,40%

Falcón 3 4 5 12 1,70%

Guárico 3 2 0 5 0,70%

Lara 9 18 27 54 7,80%

Mérida 0 0 0 0 0%

Miranda 8 28 63 99 14%

Monagas 2 3 1 6 0,90%

Nueva Esparta 1 2 0 3 0,40%

Portuguesa 0 1 47 48 6,90%

Sucre 1 0 6 7 1%

Táchira 1 8 0 9 1,30%

Trujillo 0 8 9 17 2,50%

La Guaira 0 2 9 11 1,60%

Yaracuy 0 1 1 2 0,30%

Zulia 51 53 45 149 21,50%

Totales 149 215 329 693 100,00%

Elaboración propia

Tabla 1
Muertes en manos de las fuerzas de seguridad del Estado 2020

Gráfico 1
Muertes a manos de las fuerzas de seguridad vs. muertes 
por COVID-19 Venezuela

Gráfico 2
Muertes en manos de las fuerzas de seguridad 
del Estado 2020

Elaboración propia
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CUERPOS DE SEGURIDAD ACTUANTES MARZO ABRIL MAYO TOTALES %

NACIONALES

PNB
  9 6 12 27 3,90%

(FAES) 17 50 53 120 17,30%

CICPC 31 47 71 149 21,50%

FANB 

  1 0 0 1 0,14%

Ejército 0 5 4 9 1,30%

(GNB) 19 14 61 94 13,60%

SEBIN 0 0 1 1 0,14%

ACTUACIONES 
CONJUNTAS                    

(SOLO            
NACIONALES)

PNB (FAES) - CICPC - FANB (GNB) 9 9 12 30 4,30%

FAN (EJÉRCITO) - PNB (FAES) - SEBIN 0 0 7 7 1%

PNB (FAES) -CICPC 2 0 0 2 0,30%

PNB (FAES) - GNB (CONAS) 0 1 0 1 0,14%

CICPC - FANB (GNB) 1 0 6 7 1%

ACTUACIONES 
CONJUNTAS 

(NACIONALES 
Y REGIONALES)

PNB (FAES)-CICPC - 
FANB (GNB) - POLICÍAS                 

ESTADALES
POLICÍA DEL ESTADO ZULIA 12 0 0 12 1,70%

CICPC- PNB (FAES) - 
POLICÍAS ESTADALES

POLICÍA DEL ESTADO CARABOBO 0 0 2 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO ARAGUA 0 0 3 3 0,40%

CICPC- FANB (GNB)- 
POLICÍAS ESTADALES

POLICÍA DEL ESTADO LA GUAIRA 0 2 0 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO SUCRE 0 0 4 4 0,60%

POLICÍA DEL ESTADO ARAGUA 0 0 3 3 0,40%

PNB (FAES) - POLICÍAS 
ESTADALES

POLICÍA DEL ESTADO BOLÍVAR 2 0 0 2 0,30%

CICPC-POLICÍAS                   
ESTADALES

POLICÍA DEL ESTADO CARABOBO 0 2 0 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO TRUJILLO 0 1 0 1 0,14%

PNB (FAES) - POLICÍAS 

MUNICIPALES

POLICÍA MUNICIPAL DE LA CAÑADA 
DE URDANETA (ESTADO MIRANDA)

0 0 2 2 0,30%

POLICÍA DEL MUNICIPIO CARONÍ 2 0 0 2 0,30%

CICPC- POLICÍAS 

MUNICIPALES

POLICÍA MUNICIPAL DE CARRIZAL  

(ESTADO MIRANDA)
0 0 1 1 0,14%

POICÍA MUNICIPAL DE CABIMAS 

(ESTADO ZULIA)
0 12 0 12 1,70%

FAN (GNB)- POLICÍAS           

ESTADALES Y MUNICIPALES
POLICÍA DEL ESTADO BOLÍVAR - 
POLICÍA MUNICIPAL DE  PIAR

0 1 0 1 0,14%

FAN (GNB)- POLICÍAS         
MUNICIPALES

POLICÍA MUNICIPAL DE PAZ 
CASTILLO (ESTADO MIRANDA)

0 0 1 1 0,14%

POLICÍA MUNICIPAL DE MIRANDA 
(ESTADO ZULIA)

3 0 0 3 0,40%

Tabla 2
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CUERPOS DE SEGURIDAD ACTUANTES MARZO ABRIL MAYO TOTALES %

NACIONALES

PNB
  9 6 12 27 3,90%

(FAES) 17 50 53 120 17,30%

CICPC 31 47 71 149 21,50%

FANB 

  1 0 0 1 0,14%

Ejército 0 5 4 9 1,30%

(GNB) 19 14 61 94 13,60%

SEBIN 0 0 1 1 0,14%

ACTUACIONES 
CONJUNTAS                    

(SOLO            
NACIONALES)

PNB (FAES) - CICPC - FANB (GNB) 9 9 12 30 4,30%

FAN (EJÉRCITO) - PNB (FAES) - SEBIN 0 0 7 7 1%

PNB (FAES) -CICPC 2 0 0 2 0,30%

PNB (FAES) - GNB (CONAS) 0 1 0 1 0,14%

CICPC - FANB (GNB) 1 0 6 7 1%

ACTUACIONES 
CONJUNTAS 

(NACIONALES 
Y REGIONALES)

PNB (FAES)-CICPC - 
FANB (GNB) - POLICÍAS                 

ESTADALES
POLICÍA DEL ESTADO ZULIA 12 0 0 12 1,70%

CICPC- PNB (FAES) - 
POLICÍAS ESTADALES

POLICÍA DEL ESTADO CARABOBO 0 0 2 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO ARAGUA 0 0 3 3 0,40%

CICPC- FANB (GNB)- 
POLICÍAS ESTADALES

POLICÍA DEL ESTADO LA GUAIRA 0 2 0 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO SUCRE 0 0 4 4 0,60%

POLICÍA DEL ESTADO ARAGUA 0 0 3 3 0,40%

PNB (FAES) - POLICÍAS 
ESTADALES

POLICÍA DEL ESTADO BOLÍVAR 2 0 0 2 0,30%

CICPC-POLICÍAS                   
ESTADALES

POLICÍA DEL ESTADO CARABOBO 0 2 0 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO TRUJILLO 0 1 0 1 0,14%

PNB (FAES) - POLICÍAS 

MUNICIPALES

POLICÍA MUNICIPAL DE LA CAÑADA 
DE URDANETA (ESTADO MIRANDA)

0 0 2 2 0,30%

POLICÍA DEL MUNICIPIO CARONÍ 2 0 0 2 0,30%

CICPC- POLICÍAS 

MUNICIPALES

POLICÍA MUNICIPAL DE CARRIZAL  

(ESTADO MIRANDA)
0 0 1 1 0,14%

POICÍA MUNICIPAL DE CABIMAS 

(ESTADO ZULIA)
0 12 0 12 1,70%

FAN (GNB)- POLICÍAS           

ESTADALES Y MUNICIPALES
POLICÍA DEL ESTADO BOLÍVAR - 
POLICÍA MUNICIPAL DE  PIAR

0 1 0 1 0,14%

FAN (GNB)- POLICÍAS         
MUNICIPALES

POLICÍA MUNICIPAL DE PAZ 
CASTILLO (ESTADO MIRANDA)

0 0 1 1 0,14%

POLICÍA MUNICIPAL DE MIRANDA 
(ESTADO ZULIA)

3 0 0 3 0,40%

POLICÍAS 
ESTADALES

      POLICÍA DEL ESTADO ZULIA 10 21 28 59 8,50%

POLICÍA DEL ESTADO ARAGUA 19 4 12 35 5%

POLICÍA DEL ESTADO CARABOBO 6 7 9 22 3,20%

POLICÍA DEL ESTADO FALCÓN 0 3 3 6 0,90%

POLICÍA DEL ESTADO ANZOÁTEGUI 1 3 1 5 0,70%

POLICÍA DEL ESTADO BOLÍVAR 2 0 0 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO LARA 0 2 3 5 0,70%

POLICIA DEL ESTADO MONAGAS 0 2  0 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO TRUJILLO 0 2 5 7 1%

POLICÍA DEL ESTADO YARACUY 0 1 1 2 0,30%

POLICÍA DEL ESTADO GUÁRICO 0 1 0 1 0,14%

POLICÍA DEL ESTADO PORTUGUESA 0 1 0 1 0,14%

POLICÍA DEL ESTADO LA GUAIRA 0 0 1 1 0,14%

POLICÍA DEL ESTADO MIRANDA 0 0 2 2 0,30%

POLICÍAS          
MUNICIPALES

POLICÍA MUNICIPAL DE FREITES (ESTADO ANZOÁTEGUI) 0 2 1 3 0,40%

POLICÍA MUNICIPAL DE MIRANDA (ESTADO ANZOÁTEGUI) 0 0 2 2 0,30%

POLICÍAL MUNICIPAL DE SOTILLO (ANZOÁTEGUI) 1 1 0 2 0,30%

POLICÍA MUNICIPAL DE SIMÓN BOLÍVAR  (ESTADO ANZOÁTEGUI) 0 1 0 1 0,14%

POLICÍA MUNICIPAL DE GUANIPA  (ESTADO ANOZOÁTEGUI) 1 1 0 2 0,30%

POLICÍA MUNICIPAL DE INDEPENDENCIA (ESTADO MIRANDA) 0 3 1 4 0,60%

POLICÍA MUNICIPAL DE PAZ CASTILLO (ESTADO MIRANDA) 0 1 0 1 0,14%

POLICÍA MUNICIPAL DE CRISTÓBAL ROJAS (ESTADO MIRANDA) 0 1 2 3 0,40%

POLICÍA MUNICIPAL DE SUCRE (ESTADO MIRANDA) 0 0 2 2 0,30%

POLICÍA MUNICIPAL DE LA CAÑADA (ESTADO ZULIA) 1 1 2 4 0,60%

POLICÍA MUNICIPAL DE MATURÍN (ESTADO MONAGAS) 0 0 2 2 0,30%

POLICÍA MUNICIPAL DE NAGUANAGUA (ESTADO CARABOBO) 0 0 1 1 0,14%

ACTUACIONES 
CONJUNTAS 

(ESTADALES Y 
MUNICIPALES)

POLICIA DEL ESTADO ARAGUA - POLICÍA DEL MUNICIPIO FRANCISCO 
LINARES ALCÁNTARA

0 4 0 4 0,60%

SIN INFORMACIÓN 0 3 8 11 1,60%

TOTALES 149 215 329 693 100,00%

CUERPOS DE SEGURIDAD ACTUANTES MARZO ABRIL MAYO TOTALES %

Elaboración propia
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regionales o locales. Las policías estadales abarcan un 22% y 
las municipales un 4%, estos porcentajes se elevan a 27% y 
8% respectivamente, si se considera su participación en ac-
ciones conjuntas con cuerpos de otras jurisdicciones.

En cuanto a la distribución de los casos por cuerpos de se-
guridad, la PNB y el CICPC están bastante cerca dispután-
dose el primer lugar, la PNB con el 21,5% de los casos y el 
CICPC con el 21,2%. Si se considera su participación en 
acciones conjuntas el porcentaje de casos del CICPC se 
eleva a 33% y el de la PNB a 31%. El 88% de los casos 
registrados de la PNB fueron ejecutados por su grupo tác-
tico conocido como FAES.

La FANB ocupa el tercer lugar con el 15% de los casos, que 
se incrementa 10 puntos cuando se consideran sus acciones 
conjuntas con otras fuerzas de seguridad. En el 91% de estos 
casos las acciones han sido dirigidas por la GNB.

En términos generales la distribución de muertes por cuerpos 
de seguridad es consistente con resultados de investigacio-
nes de años anteriores (Ávila, 2019c: 58-61).

En cuanto al perfil de los fallecidos, se pudo identificar al 
79% (63% con nombre y apellido, 16% por apodos)18. EL 
99,9% son hombres, de una edad promedio de 28 años19, la 
mayoría tenía entre 21 y 26 años, el 67% no llegaba a los 30. 
Se registraron nueve menores de 18 años, dos de ellos de 14. 
Se trata de jóvenes de sectores humildes y racializados que 
viven en las periferias.

Entre marzo y mayo se totalizaron 693 personas fallecidas 
por intervención de la fuerza pública, en un total de 437 ca-
sos, lo que da un promedio de 1,6 personas por cada evento. 
Con esta información podemos tener un marco de referencia 
general para evaluar la proporcionalidad del uso de la fuerza 
por parte del Estado en estos casos, a continuación se pre-
sentan algunos indicadores:

En estos eventos fallecieron cuatro agentes de fuerza públi-
ca, esto da una razón en la que por cada policía fallecido 
mueren 173 ciudadanos20. Tómese como referente para ha-
cer contrastes que Chevigny (1991:10) plantea que la muerte 

18	 Con el resto (21%) se usaron las variables de tiempo, lugar y orga-
nismo responsable para individualizar los casos.

19	 Se pudo conocer la edad del 35% de los fallecidos, es sobre ese por-
centaje que se realiza la caracterización etaria.

20	 Otra forma de sacar esta relación es hacer un censo de todos los po-
licías que estando en la prestación del servicio han sido víctimas de 
homicidio durante ese mismo período, con independencia que de 
ese intercambio resulten o no víctimas civiles. Este es el criterio se-
guido por el Monitor del Uso de la Fuerza Letal en América Latina 
(Ávila, 2019d). Siguiendo esa metodología se cuentan seis funciona-
rios fallecidos, lo que daría una razón según la cual por cada policía 
asesinado morirían 116 civiles.

de más de 10 o 15 civiles por cada funcionario de seguridad 
“sugiere que se pudiera haber utilizado la fuerza letal para 
fines distintos de la protección de la vida en situaciones de 
emergencia”, esto sirve como indicador de un uso excesivo 
de la fuerza letal.

Otro indicador es la razón entre civiles fallecidos y civiles he-
ridos por intervención de la fuerza pública. En estos casos 
solo se contaron 14 civiles heridos21, es decir, que por cada 
civil herido fallecen 4622. Esta cifra es preocupante porque 
aún en contextos bélicos lo que se espera es que el número 
de muertos no sobrepase por mucho al número de heridos o 
que el número de estos últimos sea mayor23. En contraste, 
por cada tres funcionarios heridos uno fallece.

Finalmente, solo se registraron 131 personas detenidas en el 
marco de estos eventos, es decir, que por cada civil detenido 
fallecen cinco. También se contaron 457 armas de fuego in-
cautadas, esto pudiera sugerir que, probablemente, el 44% 
de los fallecidos se encontraba desarmado. Estos datos refle-
jan una clara desproporción respecto a la cantidad de civiles 
fallecidos en estos procedimientos24.

21	 Como ya se explicó la fuente utilizada son los casos informados a tra-
vés de los diarios digitales, en la mayoría de éstos no se registraron 
heridos sobrevivientes (86%), esto puede deberse a que los heridos 
no resultan tan noticiosos como los fallecidos, lo que puede gene-
rar un sesgo en esta estimación. En consecuencia, el índice de leta-
lidad basado en datos de prensa tiende a sobreestimar su valor por-
que es más común que las noticias den cuenta de los muertos que 
de los heridos. Lamentablemente, no hay disponibilidad de informa-
ción para hacer este cálculo con datos oficiales.

22	 Por las versiones encontradas, así como por sus particularidades, que 
lo alejan de la práctica cotidiana de los operativos policiales sobre los 
cuales se concentra el presente análisis, para este cálculo se excluyó 
el caso de la masacre en el Centro Penitenciario de Los Llanos (Ce-
pella), en Guanare, estado Portuguesa, ocurrido el 1 de mayo, en el 
que se registraron al menos 47 fallecidos y 89 heridos. Con esta ex-
clusión el número total de fallecidos quedaría en 646.

23	 Sobre este particular, es revelador lo que explican Silva et al. 
(2017:343): “Se esperaría que en enfrentamientos entre civiles y 
cuerpos de seguridad, la cantidad de muertos no sobrepase por mu-
cho al de heridos y por tanto que el valor del índice no fuera muy su-
perior a uno. Inclusive la literatura médica, al analizar el uso de armas 
convencionales en conflictos armados, invierte el índice para reportar 
heridos sobre muertos, por ser más comunes los primeros que los se-
gundos en contextos de guerra. (…) Pero el índice se invierte cuando 
se trata de crímenes de guerra o tiroteos contra civiles (shootings)”.

24	 Estos datos son consistentes con los realizados en investigaciones an-
teriores (Ávila, 2019d).
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Ante las violaciones al derecho a la vida que se han presenta-
do es predecible que otras violaciones de derechos caigan en 
cascada. Los ejemplos en el caso venezolano son múltiples, 
consideramos hacer alusión al menos a tres grandes áreas: 
las detenciones arbitrarias (muchas de ellas motivadas por 
razones políticas), la situación de los privados de libertad, y la 
estigmatización y precariedad en la que se encuentran los 
migrantes retornados.

DETENCIONES ARBITRARIAS

Entre el 13 de marzo y el 31 mayo se registró la detención 
arbitraria o ilegal de unas 205 personas, en su mayoría moti-
vado a protestas que demandan servicios públicos y derechos 
básicos (electricidad, agua, gas, alimentación), entre los dete-
nidos se cuentan tres personas con condiciones especiales, 
22 trabajadores de la prensa25 que han informado sobre la 
situación actual de la pandemia26, 12 profesionales de la sa-
lud27, 11 funcionarios públicos o personas vinculadas a fun-
cionarios de la oposición, nueve familiares o terceros vincula-
dos a personas buscadas por organismos de seguridad, así 
como personas que han colgado en sus redes sociales men-
sajes en contra del gobierno. El propio Ministerio Público ha 
anunciado que ha presentado a 66 personas por razones 

25	 A comienzos de mayo el Instituto de Prensa y Sociedad Venezuela 
(IPYS, 2020) contó 27 casos de agresiones a la libertad de prensa du-
rante los primeros días de la cuarentena.

26	 Un caso emblemático es la reacción oficial ante el Informe técnico 
de la Academia de Ciencias Físicas, Matemáticas y Naturales (AC-
FMN) sobre el Estado actual de la epidemia de la COVID19 en Vene-
zuela, publicado el 8 de mayo, cinco días después el Presidente de 
la ANC dijo en su programa semanal, transmitido a través de la te-
levisora pública nacional: “esta es una invitación para que los orga-
nismos de seguridad llamen a esta gente, en verdad, es que están 
generando alarma (…) ellos dicen que el gobierno miente, presu-
men que el gobierno miente, esto es una invitación a un Tun Tun a 
los que hicieron este informe” (Cabello, 2020). Tun Tun es el nom-
bre inspirado en la onomatopeya del sonido que se hace cuando 
se golpea una puerta, que se le da a los allanamientos y posterio-
res detenciones, usualmente ilegales y arbitrarias, dirigidas contra 
la oposición o disidencia, realizadas por la policía política en casos 
considerados por el gobierno como terrorismo o que atentan contra 
la seguridad del Estado. Al mes de la publicación del mencionado in-
forme el Presidente de la ANC comienza su tratamiento al dar posi-
tivo en las pruebas de COVID-19.

27	 El personal de salud junto a pacientes y familiares participaron en -al 
menos- 170 protestas en rechazo a las precarias condiciones que pa-
decen actualmente a nivel de infraestructura, dotación de materiales 
e insumos (OVCS, 2020).

políticas28. Los tribunales imponen, en muchos casos contra 
la voluntad de los detenidos, defensores públicos que se hacen 
cómplices de las violaciones de derechos que éstos padecen. 
Varios denuncian allanamientos ilegales, desapariciones forza-
das, torturas, tratos crueles e inhumanos. En el caso de los in-
volucrados en la Operación Gedeón, se denuncia su procesa-
miento en tribunales con competencia en Terrorismo a los 
cuales no se les permite tener defensa privada (CDCH, 2020a, 
b; La Izquierda Diario, 2020; Provea y Laboratorio de Paz, 2020). 

Abogados defensores denuncian que durante la pandemia 
en Venezuela se han suspendido los lapsos procesales, cerra-
do el acceso a instituciones como el Ministerio Público, la 
Defensoría del Pueblo y los tribunales de la República, afec-
tando seriamente el derecho al debido proceso, a la defensa 
y al acceso a la justicia (CDHD, 2020a:3).

SITUACIÓN DE LOS PRIVADOS DE LIBERTAD

Según el Informe Especial de Una Ventana a la Libertad (UVL) 
“50 días de cuarentena en los Centros de Detención Preven-
tiva” (CDP), durante ese lapso se registraron nueve huelgas 
de hambre como protesta29. Un elemento común en estas 
huelgas fue el temor al COVID-19 debido a las condiciones 
hacinamiento30, falta de agua, insalubridad y desnutrición. Se 
produjeron cinco muertes por enfermedades, dos de ellas 
por tuberculosis, que continúa siendo la enfermedad más 
común, junto a la escabiosis. Se identificaron 16 casos de 

28	 Durante los dos primeros meses del estado de alarma también se 
han denunciado distintas modalidades de persecución y hostiga-
miento contra 51 líderes sociales y políticos de oposición, distribui-
dos en 19 estados del país (CDCH, 2020b; Provea y Laboratorio de 
Paz, 2020). Es de destacar que el 13 de julio fue detenido de ma-
nera ilegal y arbitraria Nicmer Evans, un conocido disidente ex cha-
vista, director del medio de comunicación “Punto de Corte” a quién 
el gobierno acusa de “incitación al odio”, su causa fue procesada por 
tribunales especiales en materia de terrorismo. Este caso forma parte 
de un patrón aplicado contra los sectores más activos de la oposición 
venezolana.

29	 Entre abril y mayo el OVCS registró 58 protestas de personas priva-
das de libertad o sus familiares.

30	 Para tener una idea de las proporciones, en los CDP estudiados en 
ese informe se contabilizaron 1.887 detenidos mientras que el cupo 
de esos calabozos era de 275 (Ibíd.:19). La población de los CDP en el 
país se encuentra entre las 38 mil y 45 mil personas (UVL, 2020b:29; 
Nieto, 2017), la de los centros penitenciarios es de aproximadamente 
46.775 reclusos (OVP, 2019:9). 

6

OTROS EXCESOS, RESTRICCIONES DE 
LIBERTADES Y DERECHOS CIUDADANOS
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torturas, así como 77 fugados de CDP, de los cuales 53 murie-
ron en el procedimiento de recaptura31 que se presentan ante 
la opinión pública como supuestos casos de enfrentamientos 
(2020a:6;29). Al día de “hoy no se conoce una política pública 
organizada, coherente y sistemática, con el financiamiento 
respectivo y suficiente, dirigida a garantizar los derechos hu-
manos de las personas privadas de libertad” (p.17). 

Cinco días después de iniciada la cuarentena, una de las me-
didas que tomaron las autoridades gubernamentales y poli-
ciales fue la suspensión de la visitas, esto trajo como conse-
cuencia una mayor crisis alimentaria en los CDP y prisiones.

El caso de la matanza del Centro Penitenciario de Los Llanos 
(Cepello), en el estado Portuguesa, donde resultaron fallecidas 
al menos 47 privados de libertad y 75 heridos, pareciera tener 
alguna vinculación con estas medidas. No obstante, hay  versio-
nes encontradas de lo sucedido, que oscilan entre un supuesto 
motín con intenciones de fuga (versión oficial) y un motín por 
la precariedad del centro de detención, en el que se padece un 
fuerte hacinamiento (2.500 presos en un espacio con una ca-
pacidad para 750) junto a irregularidades en el pase de comida 
aportada por los familiares, cometidas por funcionarios de la 
GNB (versión de familiares y ONG) (UVL, 2020a:32).

SITUACIÓN DE LOS MIGRANTES 
RETORNADOS

La pandemia en términos globales expone a chivos expiato-
rios tradicionales: migrantes, extranjeros, trabajadores infor-
males y sectores precarizados que viven al día, que no pue-
den mantener la cuarentena. Los últimos constituyen la 
mayoría de la población en el país. Como ya se ha señalado 
durante los últimos años Venezuela dejó de ser un receptor 
de migrantes para convertirse en un país emisor. Actualmen-
te, debido a la situación generada por el COVID-19 algunos 
migrantes se han visto obligados a retornar, a mediados de 
agosto ya superaban las 74 mil personas (OCHA, 2020b).

Desde la primera semana de abril, venezolanos migrantes re-
tornados de Colombia, Perú y Ecuador, denuncian y protestan 
contra las condiciones en las que se encuentran durante la 
cuarentena forzada que les imponen las autoridades al llegar 
al país. Se trata de personas en condiciones de vulnerabilidad, 
entre las que se encuentran bebés, niños, mujeres embara-
zadas, personas con discapacidad y ancianos, que son 
retenidas en lugares improvisados como liceos, colegios, 
estadios y otras infraestructuras que no cuentan con las 
instalaciones adecuadas (baños, duchas, camas), servicios 
básicos suficientes -entre ellos agua potable-, productos ne-
cesarios para el aseo personal, ni insumos médicos para 

31	 Nosotros en 150 días hemos totalizado ya 125 muertes por interven-
ción de la fuerza pública, en distintas circunstancias vinculadas con 
personas privadas de libertad o fugadas.

padecimientos preexistentes. Muchas están hacinadas, sin 
comer o sin una alimentación adecuada, en condiciones insa-
lubres que sólo las exponen a diversas enfermedades, entre 
ellas a contagios de COVID-19, que –paradójicamente- se 
pretende frenar con estas medidas32. Estos refugios no cum-
plen con los estándares para brindar atención digna con 
base en los parámetros de la OMS-OPS. Se han registrado 
estas situaciones, principalmente, en los estados Táchira, 
Lara y Apure. Para mediados de abril, la ONU estimaba que 
en siete estados habría 71 centros con una capacidad para 
3.664 personas33. Además, se denuncian malos tratos e in-
sultos por parte de los agentes de las fuerzas de seguridad 
(Provea, 2020a, b, c; CDCH, 2020b; OVCS, 2020). 

Esto se enmarca dentro del discurso oficial que estigmatiza y 
criminaliza a estos grupos señalándolos como chivos expiato-
rios y portadores de todo tipos de males, llegando incluso a 
catalogarlos como “armas biológicas” del gobierno colom-
biano, utilizadas para contaminar a los venezolanos (Cabello, 
202034; Provea, 2020a, c).

La discriminación contra grupos sociales, especialmente los 
más pobres y excluidos, es algo que debe atenderse con es-
pecial cuidado. En los años ochenta cuando el VIH se posicio-
nó en la agenda mundial se le vinculó con determinados 
sectores que terminaron siendo criminalizados (las cuatro 
“H”: homosexuales, hemofílicos, heroinómanos y migrantes 
haitianos). Esto lejos de disminuir la enfermedad, contribuyó 
a su expansión. Entre otras razones, porque fueron excluidos 
de diversas formas, incluso de atención sanitaria y tratamien-
to. Por otra parte, los que no pertenecían a esos sectores 
consideraban que no entraban en riesgo y no se cuidaban. 
Del activismo con perspectiva de derechos humanos que giró 
en torno al VIH se pueden tomar importantes aprendizajes 
(ACSOL, 2010; Sotiris, 2020).

32	 En los centros de salud la situación no es mejor, ya se reportan fugas 
de pacientes con COVID-19 de los hospitales públicos por las “terri-
bles condiciones” que presentan estos centros (Sola, 2020).

33	 Actualmente se cuentan unos 200 Puntos de Atención Integral (PASI) 
(OCHA, 2020b).

34	 “…por instrucciones del señor Presidente y el señor Gobernador 
toda persona que pase de Colombia a Venezuela que viole la ley mi-
gratoria (…) es un arma biológica (…) Nosotros estamos conven-
cidos que hay una operación para contaminar a Venezuela desde 
Colombia (…) y cualquier persona que a nosotros nos llame un 
vecino, como nos están llamando a decirnos aquí (…) llegó un se-
ñor que se fue para Colombia y no pasó por los procesos migrato-
rios, los iremos a buscar y los pondremos en cuarentena, pero en 
una celda.” Lisandro Cabello, Secretario de Gobierno del Estado 
Zulia, 21 de mayo de 2020. 

	 “Quiero alertar al pueblo de Venezuela de la grave amenaza que esta-
mos detectando en este momento (…) Más del 80% de los casos son 
importados (…) Dígame los que regresan del exterior, nosotros hemos 
avanzado en investigación y se ha comprobado, que les han contami-
nado los autobuses para que regrese la mayor cantidad de venezolanos 
de Colombia enfermos, es una orden de Iván Duque. Lo digo con pleno 
conocimiento de causa y responsabilidad, Venezuela es un país asediado 
por la maldad y perversidad de estos demonios” (Maduro, 2020a, 
ver también Maduro, 2020b).



17

¿QUÉ ES MÁS MORTAL EN VENEZUELA: SUS FUERZAS DE SEGURIDAD O EL COVID-19?

Las situaciones de carestía, represión y arbitrariedad crean 
nuevas oportunidades y mercados ilícitos, formas de admi-
nistración de la miseria con bienes preciados como el agua y 
la gasolina. El poderío de los cuerpos de seguridad genera 
también rentas a través de extorsiones, corrupción, así como 
la gestión de estos mercados ilegales.

Así, por ejemplo, durante la cuarentena el gobierno comenzó 
la venta racionada de combustible, muchas estaciones de 
servicio cerraron. Se hicieron largas colas para comprar gaso-
lina, en las que se registraron casos de robo. La custodia de 
las estaciones de gasolina está militarizada. El contrabando 
de combustible ha sido un negocio ilegal histórico en las 
fronteras del país, controlado por la GNB, con la actual esca-
sez de combustible a nivel nacional, este negocio ahora se 
ha capilarizado en todo el país durante la cuarentena. Cada 
vez se hacen más comunes los reportes de incendios ocasio-
nados por el almacenamiento inadecuado de gasolina. La 
situación ha alcanzado tales niveles que el propio Fiscal Ge-
neral designado por la ANC, recientemente, ha informado 
que al menos el 40% de los implicados en la corrupción 
vinculada con el tráfico ilegal de gasolina son funcionarios 
públicos, en su mayoría de la GNB (Saab, 2020; OVCS, 2020; 
CDCH, 2020b:28).

Otras formas tradicionales de la administración de las caren-
cias se amplifican y extienden, como las que practican los 
custodios de calabozos policiales, centros penitenciarios y 
lugares de retención de migrantes retornados, a partir de la  
prohibición de visitas, junto a la precariedad de su alimenta-
ción, se abre todo un mercado para los funcionarios de estos 
recintos. Cobran altas sumas para permitir el ingreso de 

7

SURGEN NUEVAS OPORTUNIDADES 
PARA LOS MERCADOS ILÍCITOS 

alimentos, en otros casos son ellos mismos los que ofrecen 
de manera monopólica la venta de productos para la satis-
facción de estas necesidades. En los CDP, por ejemplo, las 
tarifas informales para recibir visitas aumentaron en más del 
doble (UVL, 2020a:23).

En términos generales, Venezuela no escapará del aumento 
de la pobreza, desempleo  y exclusión que generará la pan-
demia, estas condiciones aunadas a las debilidades institucio-
nales del país expandirán el caldo de cultivo para que el 
mundo ilícito se constituya en una opción atractiva para 
quienes no tienen mayores alternativas.

En el sur del país el control de grupos irregulares de las zonas 
mineras continúa sus actividades, en mayo se denunció el 
asesinato de -al menos- 13 indígenas yekuanas, en el  Estado 
Bolívar (La Verdad, 2020).

Por último, como ha pasado en muchos países, la violencia 
intrafamiliar y de género no es un problema menor durante 
el confinamiento, durante los tres primeros meses se cuentan 
42 feminicidios en el país (Mozo, 2020), cifra que son apenas 
un subregistro ya que su fuente son los casos que llegan a 
conocerse a través de los medios de comunicación.  Acep-
tando que la información disponible es apenas una parte de 
ella, no deja de ser alarmante la vulnerabilidad de mujeres, 
jóvenes y niñas frente al abuso y la violencia, sin instituciones 
a las cuales acudir y sin opciones de movilidad y resguardo en 
caso de ser necesario, dado los severos límites para la movili-
dad que se han impuesto desde que se declaró el estado de 
emergencia nacional. Esta es también un tipo de violencia-
que parece propagarse junto al COVID-19. 
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El COVID-19 funciona también como dispositivo para ge-
nerar un shock en la sociedad (Klein, 2017; Basile, 2020). La 
pandemia genera múltiples funcionalidades para cualquier 
estado autoritario, es la excusa perfecta para el estado de 
excepción que se extiende a nivel global. El gobierno vene-
zolano no escapa de esa lógica, por el contrario, la aprove-
cha de la mejor manera que puede. Este tipo de situaciones 
lejos de afectar a los regímenes autoritarios los fortalece, 
son un instrumento formidable para ampliar su poder y 
mermar los derechos de la ciudadanía. Así, por ejemplo, se 
acaba con reuniones, concentraciones, manifestaciones y 
cualquier forma de resistencia callejera. Toda la ciudadanía 
de manera voluntaria se confina en sus hogares, bajo pena 
de prisión o muerte.

Sobre el caso venezolano algunos sectores elogian las 
cifras oficiales sobre el control de la pandemia, pero no 
las contextualizan. No tienen en cuenta que el país lleva 
años aislado y que no es receptor de viajeros, sino ex-
pulsor de sus ciudadanos. Que la economía, la vida so-
cial y la movilidad interna también son mínimas. Estas 
circunstancias, junto al respeto de la cuarentena duran-
te los primeros meses a partir de la detección de los 
primeros casos, han protegido a la población de conta-
gios. Finalmente, las cifras y el discurso oficial no son 
confiables, el subregistro de esta información en Vene-
zuela se estima que oscila entre el 63% y el 95% (ACFMN, 
2020:16-1735).

35	 “1. Las pruebas realizadas hasta ahora en Venezuela son insuficien-
tes para estimar adecuadamente el tamaño real de la epidemia de la 
COVID-19 en Venezuela. Es necesario ampliar la capacidad diagnós-
tica de pruebas PCR-RT por habitante (…) La descentralización del 
diagnóstico mediante la incorporación de otros laboratorios del país 
con capacidad instalada para llevar a cabo pruebas PCR-RT es la ma-
nera más rápida de aumentar esta cobertura.

2.	 El número de casos que se reporta oficialmente cada día no parece 
ajustado a un escenario epidemiológico como es la COVID-19. Se es-
tima un subregistro que en el mejor de los casos podría ser del 63% 
y en el peor, del 95%”.

Habría que ir al corazón de esos estados autoritarios, cono-
cer lo que piensan y padecen sus ciudadanos, más allá de 
consumir la propaganda oficial que le arrojan al mundo y 
que se consume acríticamente. En este sentido, es revela-
dora la denuncia de disidentes comunistas chinos sobre la 
situación de la epidemia en su país, que fue censurada 
hasta que no se pudo ocultar más, además de señalar la 
precariedad del sistema de salud y de las condiciones de 
vida de los trabajadores, así como el abuso que se hace 
sobre la naturaleza, ingredientes que sirven de caldo de 
cultivo para este tipo de epidemias (Chuang, 2020)36.

En fin, nuevos discursos legitimadores con viejos propósitos 
de orden y control, afloran las delicadas tensiones políticas 
entre libertad y seguridad, lo individual y lo colectivo, la pro-
pia supervivencia y la solidaridad, nacionalismo e internacio-
nalismo. No se debe naturalizar lo que sucede ni entregarse 
dócilmente a esta nueva fase de expansión autoritaria y de 
reducción de derechos. Ante nuevas formas de dominación 
habrá también nuevas formas de resistencia. La libertad, 
igualdad, no discriminación, junto a la lucha por la redistribu-
ción de los recursos, la salud pública y nuestra relación con el 
ambiente son nuevamente los objetos de disputa. Estos pa-
recen ser los retos ante esta pandemia totalitaria global, en la 
que ya no se distinguen claramente las diferencias ideológi-
cas ni partidistas de los gobernantes de turno, porque final-
mente coinciden en sus objetivos pragmáticos. Solo que al-
gunos lo disimulan mejor que otros.
	

36	 También puede consultarse el documental de Deutsche Welle: 
	 El coronavirus en China. Disponible en: https://www.youtube.com/

watch?v=Re7XOFerw3U Cuidado y la propaganda oficial china no 
termina siendo promovida también por los gobiernos occidentales 
para legitimar sus propias medidas autoritarias, y así instaurar sus 
estados de excepción como formas de gubernamentalidad 

	 permanente.

8
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Ante las realidades descritas, en procura de proteger la vi-
da, la integridad personal y la libertad ambulatoria de las 
personas, a continuación se proponen unas líneas de acción 
iniciales para contener racional e institucionalmente al poder 
punitivo y la fuerza letal del Estado, que parece operar de 
manera cada vez más ilimitada durante esta cuarentena37:

PARA LAS AUTORIDADES ESTATALES38

1.	 Condenar oficialmente el uso arbitrario y excesivo de la 
fuerza, en especial los casos de ejecuciones extrajudi-
ciales. En esta condena se debe hacer énfasis en las 
responsabilidades de la cadena de mando, así como 
prohibir la eventual existencia de grupos armados que 
actúen al margen de la estructura formal del Estado 
que puedan incurrir en este tipo de actos (Amnistía In-
ternacional, 1992).

2.	 Cumplir y hacer cumplir los artículos 44 (libertad per-
sonal), 47 (inviolabilidad del hogar doméstico) de la 
CRBV, así como el 9, 234, 127, 196 y 197 del Código 
Orgánico Procesal Penal. Ninguna autoridad debe 
practicar ni tolerar la detención de una persona que 
no se encuentre en delito flagrante o que no tenga en 
su contra una orden judicial previa que ordene su 
aprehensión. En todo caso al detenido debe facilitár-
sele la comunicación inmediata con sus familiares, 
abogados, o persona de su confianza. 

3.	 Contar con información de calidad y diagnósticos con-
cretos para la toma de decisiones e intervenciones acer-
tadas sobre casos de muertes a manos de las fuerzas de 
seguridad del Estado, detenciones, desapariciones for-
zadas, torturas y malos tratos. Esta información debe ser 

37	 La base de estas ideas provienen de: Ávila, 2019d y del Capítulo del 
Derecho a la Libertad Personal del Informe Anual de Provea años 
2017-2019 que son de nuestra autoría.

38	 Para que estas propuestas tengan sentido debe preexistir un Es-
tado Social de Derecho, con mínima legitimidad democrática, equili-
brio de poderes, instituciones de justicia autónomas e independien-
tes y oposición política. Si bien ningún Estado real cumple del todo 
con estas condiciones, el caso venezolano, tal como se ha detallado, 
se aleja bastante de estas metas. Sin la solución política previa a este 
déficit democrático, la materialización de estas recomendaciones son 
de muy difícil realización. Sin condiciones políticas e institucionales, 
estos intentos de recetarios sectoriales pudieran ser percibidos como 
descontextualizados o enunciaciones de buenos deseos. El cómo 
crear esas condiciones excede en mucho a este modesto trabajo.

pública y presentada de manera detallada por meses, 
estados, sexo y edad de las personas, razones legales, 
organismo institucional involucrado, y en los casos que 
corresponda, el centro de detención y estatus procesal 
del detenido.

4.	 La Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y la De-
fensa Pública deben hacer intervenciones inmediatas 
con funcionarios de guardia las 24 horas del día que 
garanticen los derechos de los detenidos, además de 
llevar un registro detallado en los casos donde existan 
violaciones a sus derechos. Los tribunales de control 
también deben hacer lo propio y llevar sus estadísticas 
sobre estos casos.

5.	 Cesar los operativos policiales militarizados genéricos y 
redadas de esta naturaleza. 

6.	 Investigar y sancionar penalmente a los responsables 
de las muertes generadas en estos contextos. Debe 
garantizarse que cada funcionario objeto de tales se-
ñalamientos sea debidamente investigado, procesado 
y juzgado. 

7.	 Procesar de manera efectiva, tanto penal como 
administrativamente, a los funcionarios militares y 
policiales involucrados en homicidios, privaciones 
ilegítimas de libertad y demás delitos conexos. Lle-
var las estadísticas respectivas sobre estos casos y 
hacerlas de acceso público.

8.	 Suspender a cualquier funcionario sospechoso de 
participar en violaciones de derechos humanos hasta 
que se lleve a cabo una investigación imparcial e inde-
pendiente. 

9.	 El Ministerio Público debe solicitar las medidas privativas 
de libertad contra los funcionarios involucrados en estos 
hechos cuando procedan y los tribunales ordenar las 
aprehensiones correspondientes.

10.	 Garantizar la cooperación plena de la policía y las institu-
ciones militares en las investigaciones, así como en la 
detención de los funcionarios contra los que se hayan 
dictado órdenes de aprehensión. 

11.	 Garantizar que las instituciones responsables de la segu-
ridad ciudadana, el Ministerio Público y la administración 

9
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de justicia no empleen a ningún funcionario público que 
haya sido declarado directa o indirectamente como res-
ponsable de violaciones de derechos humanos. 

12.	 Proteger efectivamente a las víctimas, familiares y tes-
tigos, del uso de la fuerza letal por parte de funciona-
rios de los cuerpos de seguridad del Estado, en espe-
cial las que han sido objeto de amenazas. Garantizar 
un sistema de indemnización y compensación de fami-
liares y víctimas.

13.	 Aplicar los Principios de Naciones Unidas relativos a una 
Eficaz Prevención e Investigación de las Ejecuciones Ex-
tralegales, Arbitrarias o Sumarias y el Manual de las Na-
ciones Unidas sobre la Prevención e Investigación Efica-
ces de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias y Sumarias 
(Protocolo de Minnesota), así como sus respectivas ac-
tualizaciones, para todos los casos de muertes en manos 
de las fuerzas de seguridad del Estado.

14.	 Prohibir e impedir en la práctica las detenciones arbi-
trarias e ilegales, especialmente las desapariciones 
forzadas, en las que los familiares desconocen la infor-
mación sobre la aprehensión y el lugar de reclusión del 
detenido.

15.	 Establecer claros controles (internos y externos) y fiscali-
zación sobre las instituciones policiales y militares, espe-
cialmente respecto al uso de armas y municiones. El Es-
tado debe tener control real y efectivo sobre estas 
instituciones. La discrecionalidad de estos funcionarios 
debe ser la mínima necesaria y estar enmarcada dentro 
de la ley. 

16.	 Prohibir o en su defecto hacer cada vez más excepcio-
nal la intervención de fuerzas militares en el control de 
manifestaciones, práctica de detenciones en procesos 
de naturaleza civil y demás labores de seguridad ciu-
dadana.

17.	 Prohibir o en su defecto hacer cada vez más excepcional 
la intervención de grupos tácticos o especiales, que no 
están entrenados ni equipados para el control de mani-
festaciones, en este tipo de eventos. En este mismo 
sentido debe erradicarse el uso de armas de fuego y de 
guerra en estas intervenciones.

18.	 Los funcionarios que formen parte de operativos o prac-
tiquen detenciones deben estar plenamente identifica-
dos, con sus nombres completos en sus uniformes, in-
signias institucionales correspondientes y rostro al 
descubierto. Deben prohibirse el uso de capuchas o 
máscaras que dificulten su identificación.

19.	 Hacer un censo nacional de la población detenida en 
calabozos y retenes policiales, conocidos como centros 
de detención preventiva o provisoria. Otorgar los bene-
ficios y los traslados correspondientes a estos privados 
de libertad.

20.	 Desjudicializar la política nacional y dejar de utilizar a 
los cuerpos de seguridad del Estado, en especial a las 
policías políticas (civil y militar), así como los tribunales 
civiles y militares, como instrumentos de intimidación 
y retaliación político partidista, o como instrumento 
para intereses grupales particulares o privados.

21.	 Evitar que policías y militares lleven el control político 
de la seguridad ciudadana. Debe asegurarse la rendi-
ción de cuentas de estas instituciones. El objetivo de 
estas instituciones debe ser la reducción de la violen-
cia, en especial de la que tiene resultados letales, no 
su incremento.

22.	 Desmilitarizar la seguridad ciudadana, asegurar el reti-
ro de las fuerzas militares, así como sus lógicas y tácti-
cas en labores de seguridad ciudadana. Garantizar la 
supervisión y el mando civil en estas actividades. La 
colaboración de militares en estas labores, de acuerdo 
al marco legal vigente en Venezuela, debe ser sólo 
excepcional.

23.	 Revertir la denuncia de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y volver a reconocer la 
competencia de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos.

24.	 Ante la conflictividad y la reducción de la violencia el 
Estado debe intervenir de manera oportuna y perma-
nente. La intervención policial en la conflictividad no 
es exclusiva, pero sí es importante. Se necesita una 
mejor y debida prestación del servicio policial, tal co-
mo se ha diseñado a partir del año 2006 desde la 
Comisión Nacional para la Reforma Policial (CONARE-
POL) y plasmado en 2009 en la Ley Orgánica del Ser-
vicio de Policía y del Cuerpo de Policía Nacional Boli-
variana. Este modelo normativo debe trascender de 
la mera propaganda oficial para convertirse en una 
realidad institucional.

25.	 Es fundamental construir una mínima estabilidad, 
solidez y fortaleza institucional, ejercer el poder li-
mitado por la ley, con pesos y contrapesos, con un 
poder judicial y un Ministerio Público independien-
tes, con un órgano de investigaciones adscrito a 
este último.
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PARA LA SOCIEDAD EN GENERAL

1.	 Organizarse en comités de familiares de víctimas para 
exigir justicia y no repetición, realizar denuncias públicas 
sobre sus casos a través de diversas formas de manifes-
tación y expresión pacíficas, establecer redes de solidari-
dad y apoyo con otros espacios y organizaciones de la 
sociedad civil.

2.	 Crear sistemas de alarma, reacción y movilización ante 
los excesos del aparato policial y militar. Fortalecer la 
capacidad de respuesta de la sociedad civil ante estas 
violaciones a los derechos humanos.

3.	 Las ONG deben procurar documentar detalladamente 
los casos de violaciones a derechos humanos y agotar 
todas las instancias formales e institucionales dentro del 
país. Este es un trabajo obligatorio e indispensable que 
precede a la búsqueda de justicia ante instancias inter-
nacionales.

4.	 Exigir la desmilitarización de la seguridad ciudadana y del 
control de manifestaciones, así como de los procedimien-
tos judiciales en jurisdicción militar en contra de civiles.

5.	 Rechazar y no legitimar ningún tipo de política oficial 
que signifique otorgar mayores poderes y discrecionali-
dad al aparato policial o militar del país, que se traduzca 
en mayores controles cotidianos sobre la vida de las 
personas  -que afectan sus derechos y libertades-, así 
como del espacio público.

Ante el cambio discursivo y de prácticas policiales y milita-
res de los últimos años, donde se sustituye el Estado Social 
de Derecho por un Estado Policial-Militar, se considera im-
portante insistir en lo siguiente: la presencia del Estado 
Social, de las instituciones encargadas de la satisfacción de 
los derechos básicos a la alimentación, salud, educación, 
trabajo y vivienda deben ser las primeras en estar presentes 
en la comunidad y cumplir con su rol. Esto no significa que 
deba confundirse la política social con la política de seguri-
dad, la segunda debe formar parte de la primera. Una po-
lítica de seguridad sin una política social que le sirva de 
marco y que no sea realmente efectiva, carece de sentido. 
No se puede pretender sustituir con el Sistema Penal y con 
las policías lo que no se ha realizado previa y efectivamente 
con la política social.
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“Durante los primeros cinco meses de 
cuarentena -período en el que se es-
peraba que al reducirse la movilidad 
social se redujera también la violen-
cia callejera- murieron a manos de las 
fuerzas de seguridad del Estado más 
de 1.171 personas, 125 eran privados 
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de libertad que huyeron, huían o 
manifestaban por las precarias condi-
ciones en las que se encontraban en 
calabozos policiales o centros peniten-
ciarios. Son ocho muertes diarias, que 
no escandalizan a nadie. En ese mis-
mo lapso el COVID-19, según cifras 

oficiales, había acabado con la vida 
de 259 personas (Patria, 2020), es 
decir, dos personas cada día. Para 
los venezolanos las fuerzas de se-
guridad del Estado son cinco veces 
más letales que la pandemia que 
azota al mundo.




